
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

CASTILLO DE BOVADIIXA, Jerónimo: Políti-
ca para corregidores y señores de
vassallos.... Edición facsímil del Ins-
tituto de Estudios de Administración
Local, Madrid, 1978, 2 vols., 710+650
páginas.

Estamos asistiendo de unos años a
esta parte a un notable proceso de re-
cuperación de los clásicos de la litera-
tura—jurídica o no—sobre la Adminis-
tración pública. Muy destacadas obras
van siendo puestas a la disposición de
los lectores, que podrán así manejarlas
en ediciones modernas, asequibles sin
dificultad, superando de este modo el
cúmulo de inconvenientes que hasta
hace poco producía la consulta do esta
literatura. Con sólo recordar unos cuan-
tos nombres se cae en la cuenta de lo
encomiable de los pasos ya andados en
este proceso de recuperación: Javier DE
BURGOS y Alejandro OLIVAN, Pedro SAINZ
D* ANDINO y Manuel ORTIZ DE ZÚÑIGA,
Fernando Cos GAYÓN, Tomás VALERUELA,
etcétera. A esta lista viene a sumarse
ahora la reedición de la Político paro
corregidores y señores de vassallos...,
de CASTILLO. Sólo que en este caso hay
algo que debe ser especialmente desta-
cado, y es la envergadura de la obra.
Si siempre es muy de agradecer el afán
de reeditar a los clásicos por el esfuer-
zo que supone, como regla, la escasa
rentabilidad de la empresa, es muy de
notar ahora lo que representa el ofrecer
obra tan extensa como la Político de
CASTILLO. Porque hay, además, una nue-
va particularidad. La obra le llega al

lector actual en forma de reimpresión
de la bellísima edición de Amberes
de 1704, edición que, por otro lado, se
maneja con toda facilidad.

Dos siglos hacía que la obra no se
reeditaba, dado que apareció por últi-
ma vez en Madrid en 1775. Hoy ya no
es obra que haya de cumplir su fina-
lidad primigenia, la de orientar en la
práctica a los corregidores y a una am-
plia gama de oficiales, no sólo regios.
Por fortuna los tiempos han cambiado
y obras como ésta han envejecido. Está
claro, por otro lado, que la obra de CAS-
TILLO es la de un fiel servidor del abso-
lutismo, la de un oficial regio que ex-
pone y defiende —con gran conocimien-
to de causa— una práctica política y un
sistema que bien superados están y
ojalá estuvieran mucho más alejados de
lo que lo están. A este respecto hay que
recordar el importante trabajo del pro-
fesor Francisco TOMÁS v VALIENTE, que
tan bien centró la figura y la obra del
licenciado de Medina del Campo que
sería escolar en Salamanca (1). A esta
obra tan valiosa me remito. Pero CASTI-
LLO es un clásico y como tal le recibi-
mos, aunque puedan no gustarnos sus
ideas. Porque lo que hay que recono-
cer, sin duda, es que la obra de CAS-
TILLO proporciona un espejo fidedigno de
la práctica del gobierno periférico de su
época (la primera edición es de 1597).

(11 F. TOMAS T VAUE.VTE: Castillo de Bova-
dilla (c. 1547-c. 1605). Semblanza personal, y
profesional de un juez del Antiguo Régimen,
• Anuario de Historia del Derecho Español»,
Madrid, 1975, pp. 159 y ss.
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Práctica, digo, pero hay algo más: nada
menos que la justificación jurídica e
ideológica que la sustenta. Gobierno
periférico que alcanza no sólo a lo ad-
ministrativo, en el sentido estricto ac-
tual, sino a lo judicial también, dada
la confluencia de funciones de entonces
en unos mismos oficiales.

La reproducción facsímil va precedi-
da de un estudio preliminar a cargo
del profesor Benjamín GONZÁLEZ ALONSO.
El profesor GONZÁLEZ ALONSO, especia-
lista en temas de historia de la Admi-
nistración y del Estado, con un buen
granado elenco de trabajos monográfi-
cos sobre instituciones básicas del Es-
tado —y hay que recordar ahora expre-
samente su conocido libro sobre el co-
rregidor castellano (2)— ha logrado un
muy equilibrado estudio que sirve para
situar al lector a propósito de autor,
obra, así como de sus circunstancias.
Son páginas que rezuman un saber pro-
fundo y que, con prosa harto más ágil
que la de CASTILLO, demuestran y trans-
miten, en afortunada síntesis, el gran
conocimiento que tiene de la temática
en que se inscribe la obra del licencia-
do CASTILLO DE BOVADIIXA.

En resumen, un acontecimiento edito-
rial que ojalá logre todo el éxito que
se merece.

L. M.-R. B.

CORDÓN MORENO, Faustino-. Lo legitima-
ción en el proceso contencioso-admi-
nistrativo. Ed. EUNSA, Pamplona,
1979, 324 pp.

La doctrina es unánime al reconocer
que gran parte de los conceptos e ins-
tituciones del Derecho administrativo
tienen su origen en el Derecho civil y
otras ramas anteriores del ordenamien-
to jurídico; las modulaciones que han
experimentado —en ocasiones muy pro-
fundas— estos conceptos fueron con el

(2) B. GONZÁLEZ ALONSO: E! corregidor cas-
tellano (¡348-1808), Instituto de Estudios Ad-
ministrativos, Madrid, 1970.

objeto de hacerlos operativos en la nue-
va realidad jurídico-material que el De-
recho administrativo debía regular.
Este fenómeno, que es perfectamente
constatable en muchos institutos de ori-
gen civil, se produce —si cabe, con ma-
yor intensidad— en el campo del Dere-
cho procesal. Debe tenerse en cuenta
que los conceptos elaborados por este
sector del pensamiento jurídico tienen
un marcado carácter instrumental que
les predispone a sufrir considerables
reajustes en razón de las diversas si-
tuaciones materiales sobre las que deba
articularse, y que confiere un peculiar
tratamiento a muchas figuras procesa-
les en el seno del proceso contencioso-
administrativo.

La legitimación, concepto de génesis
procesalista, tiene un interés trascen-
dental por ser elemento de conexión en-
tre relaciones jurídico-materiales y re-
laciones procesales; el tratamiento que
le otorga la LJCA ha llamado la aten-
ción de la doctrina, que al igual que
nuestro Tribunal Supremo ha realizado
precisas matizaciones sobre el alcance
de alguno de sus elementos más deba-
tidos, como son el concepto de derecho
subjetivo o de interés directo; tampoco
han faltado pronunciamientos doctrina-
les y jurisprudenciales sobre supuestos
específicos de legitimación con regula-
ción positiva propia, al margen de la
LJCA. A pesar de las valiosas aporta-
ciones sobre aspectos concretos de la
legitimación, faltaba quizá en nuestra
doctrina una obra de conjunto que des-
arrollase de forma global toda su pro-
blemática, partiendo de la regulación
que recibe en la LJCA y en otros textos
legales; este es el objetivo que cum-
ple holgadamente el profesor CORDÓN
MORENO con la publicación de la obra
que recensionamos.

En la Legitimación en el proceso con-
tencioso-administrativo CORDÓN MORENO
parte del concepto de legitimación en
eí~seno del proceso civil, para después
analizar el peculiar tratamiento que
recibe en el contencioso, relativizando
a lo largo de su trabajo la idea, co-
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munmente sentida, de que legitimación
civil y legitimación administrativa son
conceptos distintos. CORDÓN rechaza de
plano este planteamiento; el concepto
de legitimación tiene para él carácter
unitario, válido también en el proceso
contencioso; ocurre, sin embargo, que
las especiales situaciones jurídico-sus-
tantivas que contempla el Derecho ad-
ministrativo confieren un tratamiento
procesal propio a la legitimación en este
campo del ordenamiento; siendo aspec-
tos bien diferenciados, el tratamiento
procesal por un lado, y por otro el
concepto y naturaleza de la legitima-
ción, como reafirma el profesor GUTIÉ-
RREZ DE CABIEDES en el prólogo de la
obra.

El libro en cuestión se compone de
cuatro capítulos. En el primero de ellos,
bajo el rótulo de «La jurisdicción con-
tencioso-administrativa», plantea el au-
tor la debatida polémica en torno al
carácter de ésta, centrándose en el di-
lema concepción objetiva o tutela de la
legalidad-concepción subjetiva o tutela
de situaciones jurídicas individuales.
CORDÓN MORENO, que a lo largo de su
trabajo toma como punto de referencia
el proceso civil, se enfrenta a esta pri-
mera cuestión teórica al constatar la
muy mayor amplitud con que so admi-
ten las situaciones jurídicas objeto do
tutela en el contencioso-administrativo,
tanto en la legislación española como
en la de otros Estados europeos, des-
arrollando así en gran parte las posicio-
nes sobre este tema a la luz del Dere-
cho comparado (casos concretos de Fran-
cia, Alemania e Italia), demostrando la
generalizada consideración subjetiva de
la jurisdicción.

En el caso concreto de España el
contencioso-administrativo se concibe
como un proceso de enfrentamiento de
intereses: el legitimo del recurrente, y
el interés de la Administración perse-
guido en el caso concreto —no el inte-
rés público objetivo—que incide sobre
la situación jurídica del particular, re-
accionando éste con la interposición de
un recurso que abre el proceso conten-

cioso, cuyo objeto viene precisamente
determinado por la pretensión, en nin-
gún caso es, pues, el objeto del proceso
el acto impugnado y la discusión sobre
su legalidad. La jurisdicción contencio-
sa se endereza, por tanto, de forma pri-
mordial, a la satisfacción de intereses
individuales en cada caso concreto, y
es a través de ello como consigue tam-
bién la efectividad del derecho objetivo.

En los tres capítulos restantes COB-
DÓN analiza do forma pormenorizada la
problemática de la legitimación en
cada una de sus diferentes vertientes.
El capítulo II, «La legitimación en el
proceso contencioso-administrativo», del
que toma su nombre todo el libro, abor-
da las peculiares situaciones legitimato-
rias en el proceso contencioso, de una
parte, el régimen de la LJCA basado
en la existencia de un derecho subjetivo
o un interés, y de otra la excepción a
este principio en los supuestos de acción
pública. El autor centra primeramente
sus reflexiones en lo verdaderamente
específico del régimen procesal admi-
nistrativo: la consagración del interés
como situación jurídica tutelable y que
puede fundamentar una pretensión ante
los tribunales cuando se ve ilegítima-
mente perturbado, y esto es así —según
CORDÓN— porque el interés es una situa-
ción jurídica material, configurada y
dotada de protección por las normas de
Derecho administrativo; el hecho, tan-
tas veces constatado, de que los tribu-
nales se pronuncien con carácter previo
sobre la legitimación y, concretamente
sobre el interés, no incardina a éste, sin
más, en la órbita estrictamente proce-
sal, pues se trata de un fallo que, aun-
que previo, se pronuncia sobre aspec-
tos inequívocamente sustantivos. El
interés, por tanto, hace referencia a
concretas posiciones jurídicas de Dere-
cho material y que, al igual que el De-
recho subjetivo, sirve para individuali-
zar a los sujetos de la acción; en esto
la idea de legitimación en el conten-
cioso-administrativo se acerca enorme-
mente al concepto que se tiene de la
misma en el proceso civil; la tesis de
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la similitud entre ambos procesos cons-
tituye, de esta forma, uno de los ele-
mentos del hilo argumental de la obra
de CORDÓN.

Los supuestos de legitimación públi-
ca vienen caracterizados, según el autor,
por la carencia -de la restricción que
supone la exigencia específica de la le-
gitimación individual basada en un de-
recho subjetivo o un interés directo»
(página 124). En su obra reconduce a
dos apartados los casos existentes: legi-
timación vecinal y acción popular. La
legitimación vecinal, aun teniendo un
radio de acción muy superior al mero
interés por afectar a situaciones colec-
tivas, no alcanza la amplitud de la
acción popular, donde no se exige el re-
quisito de la vecindad, pues al actor no
tiene que verse perjudicado por el acto
ni, eventualmente, favorecido por su
anulación. Las hipótesis de legitimación
vecinal que recoge el autor son: ar-
tículo 375 LRL, artículo 65 Reglamento
de personal de los Servicios Sanitarios
locales de 27 de noviembre de 1953, ar-
tículo 639 Reglamento de Administra-
ción Municipal de Navarra, y el articu-
lo 371 LRL; con una importante dife-
rencia de matiz en este último supues-
to, porque si bien todos los vecinos se
hallan legitimados para accionar, los
efectos materiales de la sentencia vincu-
larán a la Corporación, mientras que
los jurídico-procesales repercutirán en
el vecino que ejercita la acción, puesto
que su actuación en juicio es en nom-
bre propio, sustituyendo a la Corpora-
ción en el ejercicio de una acción que
ésta no utiliza; lo que el articulo 371
LRL establece es cabalmente la posi-
bilidad de legitimación por sustitución.

La acción popular presenta el proble-
ma de su encaje en una justicia admi-
nistrativa de carácter subjetivo; se ob-
serva en ella una desvinculación del
sujeto con la relación jurídico-material
que se deduce en el proceso, sólo admi-
tida en nuestra Ley del Suelo, artícu-
lo 235, 1. Esta acción, sin parecido al-
guno en los ordenamientos más próxi-
mos, tiende, sin ninguna duda al res-

pecto, al mantenimiento de la legalidad
objetiva; CORDÓN MORENO, sobre una
amplia referencia jurisprudencial, va
desentrañando las aclaraciones que, so-
bre su régimen jurídico, va realizando
el Tribunal Supremo: se trata de una
norma de Derecho material, aunque con
efectos procesales, extensible también a
la vía administrativa; cabe concurren-
cia y acumulación con otra acción legi-
timada en virtud del artículo 28 de la
LJCA y la prosecución de la acción por
otras personas distintas de las que la
iniciaron; si bien, en un principio, esta
acción sufrió una interpretación restric-
tiva, actualmente la jurisprudencia la
extiende a toda la legislación urba-
nística.

El capítulo III se refiere a «Otras ma-
nifestaciones de la legitimación» que se
agrupan en torno a dos modalidades le-
gitimatorias: la legitimación corpora-
tiva y la legitimación de la propia Ad-
ministración. CORDÓN expone el trata-
miento do la legitimación corporativa
en el Derecho comparado y la fórmula
restrictiva de nuestra LJCA, agravada
por la regresiva interpretación del Tri-
bunal Supremo que exige en numerosas
ocasiones una perfecta adecuación en-
tre el ámbito de aplicación de la norma
y el ámbito territorial del órgano repre-
sentativo. No obstante, CORDÓN detecta
una corriente jurisprudencial que, co-
nocedora de los obstáculos de la LJCA,
trata de obviarlos por tres vías diferen-
tes: a) La interpretación amplia del ar-
tículo 39, 3 LJCA, según el cual, la le-
gitimación corporativa es innecesaria
cuando las disposiciones generales ha-
yan de ser cumplidas directamente por
los administrados, b) La consideración
como actos administrativos de carácter
general de las normas reglamentarias.
c) La progresiva interpretación del ar-
tículo 28.1.ib.) de la LJCA, cargando el
acento en el interés del particular fren-
te a la disposición general.

Los problemas legitimatorios de la
Administración cuando actúa como de-
mandante se plantean, sobre todo, en la
impugnación por la Administración del
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Estado de los acuerdos del Jurado de
Expropiación, y en las posibilidades ím-
pugnatorias de la Administración Insti-
tucional. En lo tocante al Jurado de Ex-
propiación la cuestión de fondo quo se
plantea es su incardinación en la or-
ganización de la Administración del Es-
tado, lo que implica, necesariamente, la
necesidad de acudir al proceso de lesi-
vidad; si el Tribunal Supremo lo en-
tiende así es porque considera que el
artículo 56 de la LJCA ha derogado al
articulo 126 de la LEF, aunque, en oca-
siones, el Tribunal Supremo ha recha-
zado el proceso de lesividad argumen-
tando que el artículo 126 de la LEF re-
gula específicamente lo previsto en el
articulo 56 de la LJCA, o considerando
al Jurado como un órgano independien-
te de la Administración, situación que,
en realidad, reclaman las funciones que
se le encomiendan.

Con afán exhaustivo CORDÓN MORENO
plantea en el último capítulo otra serie
de cuestiones en las que está también
implicada la idea legitimatoria. La po-
sibilidad de actuar en nombre propio
en un proceso en base a una relación
jurídica ajena—legitimación por susti-
tución—podría, según el autor, admi-
tirse con una moderada amplitud en el
ámbito contencioso, reafirmando la idea
de que derecho subjetivo e interés son
verdaderas situaciones sustantivas, y no
simples hechos con relevancia procesal.
También se ocupa CORDÓN de la legiti-
mación pasiva de particulares a cuyo
favor derivasen derechos del propio
acto—art. 29.1.bí, LJCA—; su situación
es la de un interviniente voluntario
adhesivo litisconsorcial; las relaciones
con la Administración son do igualdad
y no de dependencia, si bien no puede
ir más allá del mantenimiento del acto
administrativo, viniendo su legitimación
otorgada por la pretensión del actor.
Por último se estudia la figura del coad-
yuvante; su posición es la de una parte
subordinada a la principal que coopera
con ella al mantenimiento o anulación
del acto, su actividad tiene como limite
las peticiones fundamentales de la par-

te principal, no pudiendo, por tanto,
introducir--ninguna pretensión; a dife-
rencia de la figura perfilada por el ar-
tículo 29.l.b), el coadyuvante es un
interviniente adhesivo simple que des-
arrolla una actividad puramente proce-
sal, su interés está en que venza una
de las partes y los efectos de la sen-
tencia sólo podrán afectarle según la
conducta de la persona favorecida por
la misma.

Estas son, en forzada síntesis, las
ideas de la obra de CORDÓN MORENO, que
tiene el particular interés de desarro-
llar la problemática de la legitimación
desde una óptica netamente procesalis-
ta, con una extensa y valiosa documen-
tación jurisprudencial, prueba de ello es
el apéndice final —de gran utilidad
práctica—, donde da una relación de
medio millar de sentencias significati-
vas con una ligera y precisa referencia
a su contenido. El libro creemos que
será do indudable interés para el plan-
teamiento de nuevos trabajos y reconsi-
deraciones sobre el tema de la legitima-
ción, elemento clave de cualquier sis-
tema judicial, en cuyo tratamiento no
faltan implicaciones sustantivas, al mar-
gen de la pura dogmática jurídica.

José ESTEVE PARDO

DUPUIS y otros: Sur la forme et la pro-
cedure de l'acte administratif. Recher-
ches Pantheon-Sorbone Université de
Paris, I. París, 1979, 124 pp.

Los nueve artículos que integran la
obra recensionada constituyen un indi-
cativo exponente de la continua preocu-
pación de la doctrina francesa por todo
lo relacionado con el acto administra-
tivo. El trabajo final de M. J. GUÉDON:
Etats de travaux sur la procédeure ad-
ministrative non contentieuxe, no hace
sino abundar en esta apreciación, evi-
denciando además la novedad que repre-
sentan —dentro del panorama jurídico
francés— los estudios sobre el procedi-
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miento administrativo, en comparación
con los relativos a su tratamiento en
vía contenciosa.

Tanto Georges DUPUIS como los demás
autores de esta obra colectiva (estudian-
tes de un seminario organizado por Ma-
rie José GUÉDON en el Centre d'études
ei de recherches sur l'Administration pu-
blique) no han pretendido realizar un
trabajo exhaustivo sobre la forma y pro-
cedimiento. Su estudio se centra en al-
gunos aspectos problemáticos de los ele-
mentos que integran el acto administra-
tivo, analizando su específica virtualidad
jurídica y evitando el riesgo de una di-
fuminación de estos elementos en el con-
cepto omnicomprensivo del acto. Se tra-
ta, pues, de una labor de disección y
clarificación de conceptos y elementos
con meridiana nitidez. Esta orientación
la marca el mismo DUPUIS en el articulo
que encabeza la obra, haciendo una dis-
tinción entre forma y procedimiento;
distinción tradicional si se quiere—pro-
cedimiento como operaciones de «fabri-
cación» o faceré; forma como el produc-
to de esas operaciones o factum—, pero
de la que DUPUIS extrae una importante
consecuencia: la forma, como expresión
de elementos materiales o do fondo, no
reviste especial interés como objeto de
control jurisdiccional, puesto que cual-
quier irregularidad se reconduce a una
cuestión de fondo; no ocurre lo mismo
con el procedimiento, de importancia de-
cisiva en la configuración final del acto.
«Le contentieux peut done mépriser les
formes: le controle doit porter sur le
fond dont elles ng sont que le reflet de
en quelque sorte. La procédure, au con-
traire, compte par elle mérae et il im-
porte que le juge veills á son respect*
(página 10).

El anterior planteamiento de Georges
DUPUIS condiciona doblemente el enfo-
que y desarrollo de la obra: los restan-
tes artículos se centrarán, casi exclusi-
vamente, en los aspectos procedimenta-
les del acto, haciendo, por otro lado,
especial hincapié en sus posibilidades de
control y fiscalización. Buena prueba de
ello son los artículos concernientes a Le

controle de I'impartíante des avis o Le
principe de l'irrecevabilité du recours
pour excés de puvoir contre les avis; en
o' primero de ellos A. M. LE POURHIET-LB
Bos destaca la importancia del principio
de imparcialidad como elemento de con-
trol en la más reciente jurisprudencia
del Conseil d'Etat, sobre este dato so-
pesa las posibilidades de aplicación de
este control a la propia formación del
acto; es en el marco de la función pú-
blica donde el juicio de imparcialidad
ha tenido mayor operatividad, más con-
cretamente en lo relativo a composición
de comisiones disciplinarias. Por su par-
te, Xavier TURION en el segundo articulo
mencionado distingue entre elaboración
o deliberación del informe y el contenido
del mismo; en base a esta distinción
los informes tienen distinto régimen de
impugnación según sean o no vinculan-
tes; si lo son cabrá impugnación tanto
por irregularidades en la elaboración
como por el contenido, impugnación
que, según los casos, podrán instar los
administrados y, en determinadas cir-
cunstancias, la autoridad consultante.
Si se trata de informes no vinculantes,
al no condicionar la decisión final del
acto, no puede pensarse en el contenido
de los mismos como objeto de la im-
pugnación, pero sí en los posibles vicios
en el procedimiento de elaboración o
en la composición del órgano que los
emite.

Como puede apreciarse, los informes
reciben un tratamiento preferente por
los miembros del equipo que ha rea-
lizado la obra, Les avis conformes de
C. ROBLIN es otro exponente claro; las
circunstancias que en ellos concurren
les colocan de lleno entre las coordena-
das que delimitan el objeto del libro: no
son actos administrativos ni tienen un
valor jurídico definitivo, no despliegan
sus efectos hasta que no se integran en
la decisión del órgano consultante. Sin
embargo, aun careciendo de plena vir-
tualidad jurídica, tienen, en muchos
casos, una singular incidencia sobre la
configuración del acto definitivo, por lo
que es necesario encauzar su elabora-
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ción y viabilizar las pertinentes técni-
cas de control. Son estos actos trámite
y su contorno los que constituyen el ma-
terial de trabajo de los autores.

En esta línea se sitúa un interesante
artículo de Jean CAPIAU sobre La mise
en demeure en droit administratif. Con-
cepto de perfiles vaporosos, la mise en
demeure tiene su antecedente más le-
jano en la institución romana de la mo-
ra, siendo actualmente aplicable a todas
las ramas del Derecho. En el caso con-
creto del Derecho administrativo en-
globa diversos supuestos: injonction.
avertissement, prescrit, invite (apercibi-
miento en nuestro derecho, como figura
claramente encasillable en este amplio
concepto). Tres son las notas caracterís-
ticas de la mise en demeure en su más
elaborada construcción civil y que son
también plenamente aplicables al ámbito
administrativo: se trata de una mani-
festación de voluntad unilateral, que
trata de compeler a la parte contraria
al cumplimiento de sus obligaciones y
que tiene carácter necesariamente pre-
vio a la imposición de cualquier sanción.
CAPIAU va localizando los posibles su-
puestos de mise en demeure, desentra-
ñando sus elementos y modalidades, y
reconduciendo, en fin, a categorías uni-
tarias o más generalizadas el disperso
panorama que, en este punto, presenta
el Derecho administrativo francés. Rea-
lizada esta labor, dedica la segunda par-
te de su artículo al estudio de los po-
sibles mecanismos de control y también,
lógicamente, a las consecuencias deri-
vadas de su omisión y vías para reaccio-
nar contra ella.

Con lo hasta ahora reseñado puede
tenerse ya cierta idea de los objetivos
que persiguen los autores de la obra:
exposición y análisis de diversos ele-
mentos procedimentales desde una óp-
tica crítica y progresiva; fruto de esto
último es la preocupación por su con-
trol, y también dentro de esta línea se
enmarca el interés por las posibles for-
mas de participación en el procedimien-
to del acto administrativo; a esta idea
responde E. CHAPERON con su artículo

La participation á l'élaboration de l'acte
administraíif unilateral, sistematizando
los posibles tipos o grados de influencia
de los administrados; desde las in-
fluencias neutras en base a consultas
facultativas y discrecionales realizadas
por la Administración, hasta las in-
fluencias en las que es requisito in-
dispensable la intervención del admi-
nistrado —individualmente o a través de
organizaciones representativas—, y las
influencias determinantes con incidencia
clara en el contenido final del acto.

Completan la obra dos artículos sobre
aspectos procedimentales del derecho
griego (Note sur la motivation des actes
administratifs en droit hellénique de
G. PÉTKOULIAS y Procédure du retrait des
actes administratifs en droit helléni-
que), ambos con la misma orientación
que los anteriores pero que, por refe-
rirse a otro ordenamiento distinto al que
fundamenta los restantes trabajos, tan
sólo vamos a constatar su presencia sin
mayores referencias.

La valoración general de la obra es
claramente positiva. La aparente diver-
sidad de objetos de los artículos no
fragmenta ni desnivela, en lo esencial,
su contenido; antes al contrario, el li-
bro se nos presenta como un trabajo de
gran cohesión por la unidad de mate-
ria, las coincidentes preocupaciones de
los autores y la técnica con la que se
desenvuelven, apoyando toda su labor
en una amplia plataforma casuística,
significando el tratamiento real que han
tenido los problemas que ellos han sa-
bido sistematizar y analizar con acierto.

José ESTEVE PARDO

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, y PAREJO
ALFONSO, Luciano: Lecciones de Dere-
cho Urbanístico, I. Editorial Civitas,
Sociedad Anónima, Madrid, 1979, 459
páginas.

A pesar del título, excesivamente mo-
desto de Lecciones, estamos en presen-
cia de uno de los libros más importantes
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que ha alumbrado la Ciencia Adminis-
trativa. Un libro construido sobre plan-
tilla y esquemas propios, que incorpora
y reúne los materiales que el Derecho
y la Ciencia Urbanística han acumulado
en los últimos años, analizados desde
la perspectiva de quienes cuentan con
una larga e intensa dedicación al urba-
nismo, y de la que el autor de este co-
mentario ha sido testigo de excepción
como asistente, en primer lugar, a las
lecciones, ciertamente magistrales, que
en la Universidad y en otros foros ha
dedicado al tema el profesor GARCÍA DE
ENTERBÍA desde que en 1956 se promulga
la Ley del Suelo (amén, claro está, de
haber situado en el mercado bibliográ-
fico las primeras y más penetrantes mo-
nografías sobre el Derecho Urbanístico);
también, y por otra especial gracia del
destino universitario, como sorprendido
y admirativo observador, más que en
la condición formal de director, del pro-
ceso de elaboración de la tesis doctoral
del profesor PAREJO ALFONSO sobre Orde-
nación Urbanística en el Derecho Espa-
ñol y Comparado, trabajo ambicioso y
renovador, que viene a fertilizar en esta
obra con savia nueva los maduros es-
quemas y profundas reflexiones de su
coautor y maestro.

Otra inmodestia, que afecta también
el título, es su referencia escueta al De-
recho Urbanístico, ya que esta obra es
algo más, bastante más, que el primer
tomo de un Tratado de Derecho Urba-
nístico. El Derecho y el método jurídico
están, desde luego, presentes en todas
sus partes, a modo de cuadro ordenador
y criterio resolutivo de toda su proble-
mática, pero sin que el tratamiento del
urbanismo, como realidad social más
amplia y compleja, sea marginado. Ob-
viamente, esa contemplación granoangu-
gular, que requiere análisis más amplios
desde las aportaciones de otras ciencias
sociales y de las más variadas técnicas,
se aprecia más intensamente en los pri-
meros capítulos de la obra.

Así, el libro nos introduce en el ur-
banismo por el circuito sustancial de
la evolución de la ciudad y la descrip-
ción de sus diversas formas históricas,

entremezclando los datos económicos
con los políticos, sociales y artísticos. El
capítulo I es casi una visualización del
origen y evolución del fenómeno urbano
a través de la presentación de la ciudad
antigua, la medieval, la barroca y de
la incidencia profunda de la revolución
industrial sobre el urbanismo contem-
poráneo. La perspectiva sustancial se
completa con una atinada exposición de
la formación de las diversas técnicas ur-
banísticas: alineaciones, ordenanzas mu-
nicipales de la construcción, literatura
de utopía, legislación sanitaria, ensan-
che y reforma interior de poblaciones,
zonificación ciudad jardín, ciudad lineal,
regionalismo urbanístico, plan urbanís-
tico funcional, carta de Atenas y nuevas
ciudades. Sólo al final de este capítulo,
y sin ningún «espíritu de cuerpo», ni
pretensiones imperiales, los autores ca-
lifican al Derecho Urbanísico como una
pertenencia de la parte especial del De-
recho Administrativo, si bien, como es
común en relación con otras materias,
ofrece principios propios que desafian,
en ocasiones, a los principios y catego-
rías de la parte general, que deben em-
plearse para interpretar y comprender
el régimen jurídico del urbanismo, régi-
men sustancial y no derivativo.

La exposición, en el capítulo II, de la
formación del Derecho Urbanístico en
España, comprende —dentro de la mis-
ma y, a nuestro juicio, acertada meto-
dología de huir de planeamientos es-
cuetamente jurídico formales— noticias
de gran interés demográfico, económico
y técnico de la realidad española sobre
la que van apareciendo las diversas y
cada vez más complejas normas urba-
nísticas. En parte, este capítulo es una
reiteración, concretamente referida al
caso español, de los planteamientos más
globales que se expusieron en el capí-
tulo precedente, pero tomando como fe-
cha de partida el comienzo del siglo xix
y la aparición de problemas y técnicas
tan decisivas como la desmilitarización
de las ciudades, la aparición do los pla-
nos geométricos de las poblaciones y la
licencia urbanística. El capítulo se cie-
rra con una exposición del Derecho
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transitorio de la reforma de la Ley del
Suelo de 1975, cuya problemática, cier-
tamente capital, se aborda con desusada
profundidad, lo que los especialistas
agradecemos y valoramos en la misma
medida que otros, como los estudiantes
o el lector más superficial, encontrarán
falta de atractivo por su excesiva, aun-
que real, complejidad.

Es también un acierto la destacada
importancia que el libro concede a la
organización administrativa del urbanis-
mo, y no sólo por la consideración for-
mal al uso de que las normas que la
regulan sean indiscutiblemente jurídi-
cas, sino por la más sustancial, y en
la linea de lo ya apuntado, de que el
urbanismo que se hizo, que tenemos y
que está por venir, depende básicamen-
te de la condición y estructura de su
principal protagonista, que es la Admi-
nistración, una vez que, como defienden
los autores, convirtiéndola en tesis cen-
tral de su obra, el urbanismo ha pasa-
do a ser una función pública indiscuti-
ble. La exhaustiva exposición y análisis
crítico de la organización administrativa
del urbanismo no está, sin embargo,
acompañado de una reflexión pareja
sobre sus aspectos burocráticos, es de-
cir, sobre el funcionariado que tiene a
su cargo las responsabilidades de su
gestión y manejo. La cuestión, sin em-
bargo, no ha pasado inadvertida a los
autores, y queda de manifiesto, entre
otros datos, por su nostalgia por el ur-
banismo protagonizado por el funcio-
nario ingeniero, como fue el caso del
catalán Ildefonso Cerda, opción que
presentan como superior a la que en la
actualidad ofrecen los profesionales de
la arquitectura, con menor formación
técnica para la comprensión de los
grandes espacios y para el tratamiento
de las infraestructuras, y demasiado
interesados y formados en la construc-
ción de viviendas, que es uno, pero no
el único, de los productos finales de
toda acción urbanística.

En todo caso, en el capítulo de la
Organización Administrativa del urba-
nismo luce la veterania de uno de los
autores en el tratamiento de las Admi-

nistraciones Locales y su articulación
con la Central, de la Administración
Colegiada, de la Consultiva, y de la
tipificación de los Entes Institucionales
y Personas Jurídico Públicas, temas, en-
tre otros, que hizo objeto de tratamien-
to monográfico, todavía no superado. La
organización administrativa d e 1 urba-
nismo, dada su complejidad, le ofrecía,
pues, un excelente campo de manio-
bras para probar todas las técnicas y
doctrinas teorizadas en niveles más ge-
nerales, y la verdad es que el análisis
y la crítica de aquella organización que
S3 nos ofrece resulta ser el más com-
pleto y profundo de los estudios que
sobre cualquier rama de la Adminis-
tración contamos hoy en la Ciencia Ad-
ministrativa Española. Hay además im-

• portantes tomas de postura sobre pro-
blemas centrales, sobresaliendo la cla-
ra definición del urbanismo como fun-
ción pública estatal, lo que descarta su
organización desde los intereses priva-
dos de los titulares del suelo, y el pa-
pel preponderante de la Administra-
ción Central del Estado y Comunidades
Autónomas, frente a la Municipal, de
escasa Habilidad en todos los órdenes,
agravada por la actuación reducida de
su propia óptica y espacio de actua-
ción. En definitiva, se descarta el en-
tendimiento de la autonomía municipal
entendida como exclusividad y exención
d¿ competencias (que condenaba en la
práctica a un haz de asuntos cada vez
más banales) y se apunta por la idea
de los poderes compartidos o partici-
pados entre el Municipio y las Admi-
nistraciones Superiores, siendo el ur-
banismo el campo donde se da una ma-
yor floración de técnicas que responden
a esa concepción.

El tema decisivo de la coordinación
de las administraciones sectoriales se
aborda con el análisis de la evolución
y crisis sufrida por el Consejo Nacio-
nal de Urbanismo, creación de la Ley
del Suelo de 1956, y concluye con la
descripción de las técnicas de coordi-
nación, que sustituyen a aquella orga-
nización sinodiárquica, en la Ley de
1975, a saber: la figura de los Planes
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Directores Territoriales y el refuerzo de
las competencias del Consejo de Minis-
tros, al que se convierte en arbitro de
las decisiones del Ministerio de Obras
Públicas y Urbanismo. Tampoco falta
una consideración profunda del tema
organizativo de moda, cual es el de la
participación de los administrados, cues-
tión que se aborda en función de los
diversos títulos que aquéllos pueden os-
tentar frente a la acción pública urba-
nística (uti cives, uti dominas et uti
gestor).

En otro orden de consideraciones, el
urbanismo que los autores defienden se
inscribe en una visión progresista, si
por ésta entendemos el reclamo y jus-
tificación de la máxima intervención
estatal sobre el ius edificandi de la pro-
piedad inmobiliaria, intervención que
facilitan, tanto la concepción normati-
va de los instrumentos de ordenación
urbanística, como la explicación dog-
mática que se ofrece de las limitacio-
nes legales sobre aquélla.

En efecto, los autores rechazan la te-
sis de la naturaleza de los planes de
urbanismo como actos administrativos
y los explican, dentro de una concep-
ción normativa, como el resultado de
la fusión e integración de dos técnicas
urbanísticas tradicionales, pero clara-
mente diferenciadas: las ordenanzas y
los proyectos de ejecución de obras. La
novedad que los planes comportan ra-
dica en que la potestad de planeamien-
to concreta de una vez por todas el in-
terés público urbanístico, vaciando la
actividad administrativa de ejecución
de toda independencia, ya que prefigu-
ra de forma absoluta aquella ejecución.
La Ley del Suelo configura el ordena-
miento urbanístico como resultado de
uív proceso de concreción sucesiva de
normas al que se corresponde una su-
cesión de actos de aplicación, alejada
del modelo clásico de la fijación de
una norma en una disposición gene-
ral y su aplicación a través de actos
individuales. Aquí la línea divisoria en-
tre lo normativo y el nivel de aplica-
ción no se termina con la Ley del Sue-
lo y los Reglamentos de aplicación, sino

que continúa a través de las clases de
planes, mientras que el ejercicio de to-
das las restantes potestades urbanísti-
cas se sitúa en el nivel de ejecución de
las normas en cuanto actividad orde-
nada al Derecho e independiente del
planteamiento, como ocurre con las re-
lativas al Régimen del Suelo, Ejecución
de las Urbanizaciones y Fomento e In-
tervención, reguladas separadamente de
la potestad de planeamiento. La dificul-
tad que presenta para esta concepción
la particularización del contenido y la
concreción y singularidad del ámbito
territorial de los planes se salva invo-
cando el concepto de la «norma-medi-
da», en cuanto reguladora de una si-
tuación concreta y no de un supuesto
d'3 hecho general y abstracto.

A través de la concepción • normativa
se explica la eficacia de los planes so-
bre el estatuto jurídico de la propie-
dad; su derogación frente al mecanis-
mo de revocación propio de los actos;
la eficacia y generalidad erga omnes;
el no agotamiento ante cada aplicación
concreta, pues extienden su virtualidad
a todos los posibles y futuros supuestos
de hecho que se produzcan hasta su
derogación; y, por último, su vigencia
indefinida.

Sobresaliente tratamiento r e c i b e el
análisis de la configuración urbanísti-
ca de la propiedad inmobiliaria tal y
como se desprende de las soluciones
consagradas por los artículos 58, 76 y 87
do la Ley del Suelo, que los autores
defienden en el plano substantivo y
político, en correspondencia con la ca-
lificación del urbanismo como función
pública. En este sentido sientan la ter-
minante afirmación de que en adelan-
to habrá que entender que existe un
status base general de la propiedad
fundiaria que comprende únicamente
como facultad de uso del suelo, el sue-
lo estrictamente rústico (agrario, gana-
dero, forestal, venatorio) y que todo
uso que exceda de este uso rústico de
base (y esto resulta hoy más claro que
nunca tras la eliminación por la Ley
da Reforma de la Ley del Suelo del ín-
dice del aprovechamiento de 0,2 m2 que
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el artículo 69 de la Ley del Suelo de
1956 reconoce al suelo rústico, recono-
cimiento sobre el que se montaron ope-
raciones urbanizadoras efectivas), sólo
podrá venir de una atribución positiva
de la Ley que deberá efectuar, o direc-
tamente la Ley del Suelo (lo que ocu-
rre en cuanto entran en juego su regu-
lación subsidiaria de los planes o las
determinaciones que, eventualmente, se
imponen a éstos) o bien, por emisión
de dicha Ley, los Planes de Ordenación,
atribución que, a la vez, determina su
extensión concreta en cada caso.

Dogmáticamente los autores se sitúan
en Hnea de vanguardia al rechazar la
explicación de que la acción pública
urbanística sobre la propiedad priva-
da se corresponde con la figura tradi-
cional de las limitaciones administra-
tivas de aquélla, a pesar del empleo de
esa expresión por los artículos 58 y 87
de la Ley del Suelo y que suponen una
incidencia que no modifica el contenido
del derecho por ellas afectadas, sino
que actúa exclusivamente s o b r e sus
condiciones de ejercicio. No es, a su
juicio, una limitación porque no se con-
diciona, reduce o comprime el contenido
normal que la Ley haya diseñado pre-
viamente y para situaciones singula-
res, desapareciendo aquellos e f e c t o s
cuando éstas dejan de estar presentes.
Ven aqui, por el contrario, una deli-
mitación que define el contenido nor-
mal de la propiedad, de tal manera que
lo que sobre la propiedad inmueble ope-
ra la Ley del Suelo y los instrumentos
de ordenación urbanística que ella ha-
bilita, los planes, al determinar pre-
ceptivamente los usos posibles sobre los
predios, es, justamente, establecer esos
«límites» intrínsecos que definen el con-
tenido normal del derecho de la pro-
piedad inmueble.

Por otra parte, los autores, profeso-
res y a la vez consumados profesiona-
les, han sabido detectar aquellos pun-
tos del Derecho urbanístico que mere-
cían ser resaltados o peculiarmente ex-
puestos a efectos de la aplicación dia-
ria de la normativa o de su compren-
sión por los estudiosos. Sirvan de ejem-

plo el detalle y claridad con que se
abordan los complejos problemas del
Derecho transitorio, del aprovechamien-
to medio y de la clasificación y califi-
cación del suelo.

En conclusión, estamos en presencia
do una obra enjundiosa por sus conte-
nidos, clara por su sistemática y su
redacción, de apasionante lectura, teó-
rica y práctica a la vez. Es también el
resultado de la afortunada colabora-
ción del más veterano observador del
Derecho urbanístico y de uno de sus
mejores discípulos; y juntos componen
a través de esta obra la más estética
imagen del trabajo en equipo: la que
ofrecen esos instantes en que el fon-
dista ya cumplido y su relevo, intacta
la energía, aprietan juntos y llevan ha-
cia adelante el mismo testigo.

Ramón PARADA

HERNANDO DELGADO, Justo: Ordenamien-
to sectorial de la Banca y responsabi-
lidad. Separata de los Anales del CU-
NEF, 1979.

La Banca constituye una actividad lla-
mada reglamentada, porque se trata de
una actividad privada de interés públi-
co, que se halla sometida a una inter-
vención administrativa especial. La im-
portancia de su funcionamiento para el
sistema económico es evidente. No obs-
tante, contrasta la particular relevancia
del fenómeno con lo escaso y poco sis-
temático del tratamiento científico sobre
esta materia, hoy fundamental. Si desde
el punto de vista económico son muy
pocos los estudios esclarecedores sobre
la Banca, mucho más grave es su pro-
yección jurídica, porque apenas si po-
dríamos citar media docena de títulos
que hayan estudiado en profundidad
este aspecto. En la actualidad asistimos
a lo que se ha llamado dualidad del De-
recho administrativo: hay una parte
tradicional, perfectamente consolidada,
el Derecho administrativo no económico,
y orta parte, el Derecho administrativo
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económico, que se encuentra en un es-
tado germinal, porque no ha obtenido
una sistematización acabada como la
anterior; es más, incluso se ha puesto
en duda que ambas ramas puedan obe-
decer a unos principios generales co-
munes. De ahí la sensación de crisis
que demuestra la doctrina, cuando ha
de enfrentarse con estos problemas, que
paradójicamente, como en tantas otras
ocasiones son los más importantes. La
frecuencia con que hoy se maneja el
Derecho administrativo económico, en
la realidad, contrasta vivamente con la
escasez de doctrina; ello repercuto en
una desconfianza mutua de los juristas
y los administrativos, incapaces unos y
otros de fijar en una coordenadas ju-
rídicas, y hasta prácticas, la enorme
intervención estatal en esta rama de la
Economía.

Preocupado por esta situación, HER-
NANDO, uno de nuestros más destacados
especialistas de Derecho administrativo
económico, ha publicado en los Anales
del CUNEF, un importante estudio sobre
la Banca privada, que puede servir de
punto de partida para un tratamiento
de la misma.

El trabajo consta de tres partes: una
introducción sobre la intervención ad-
ministrativa y los ordenamientos sec-
toriales, aplicación de estos anteceden-
tes al Ordenamiento sectorial bancario
y responsabilidad administrativa como
consecuencia de la intervención.

La Banca se regula por medio de un
Ordenamiento sectorial, que establece
relaciones de supremacía especial entre
la Administración que lo interviene y
los destinatarios de estas normas. Por
tanto, hay que examinar, como se hace
en el trabajo, los elementos subjetivos
de un ordenamiento sectorial, los ele-
mentos objetivos, que señalan las dis-
tintas manifestaciones de las potestades
administrativas que sirven de medios de
intervención y el elemento formal, que
supone el derecho disciplinario del sec-

tor y la contrapartida de la garantía
del administrador por medio del siste-
ma de recursos y la responsabilidad de
la Administración.

La segunda parte, sin duda la más
original e importante, aplica los ante-
riores principios al Ordenamiento sec-
torial bancario, analizando la organiza-
ción administrativa intervencionista, la
Banca sometida a la intervención, el
conjunto de limitaciones de la actividad
bancaria y la acción de fomento y de
servicio público de la Administración,
que complementan la actuación admi-
nistrativa en el sector.

Por último, termina con el sistema de
recursos, con los que puedo defenderse
el sector intervenido y la responsabili-
dad do la Administración por defectuoso
funcionamiento del ejercicio de sus po-
testades, especialmente en el caso de
quiebra de un Banco en que so exa-
mina si los acreedores de éste podrían
pedir responsabilidad a la Administra-
ción interventora, cuya defectuosa vigi-
lancia puede ser una de las circunstan-
cias que hayan permitido llegar a la
insolvencia.

El trabajo supone una perfecta siste-
matización y un serio intento de cen-
trar el tema jurídicamente, con la mis-
ma intensidad que se estudiaría cual-
quiera de los puntos esenciales de lo
que podríamos llamar Derecho adminis-
trativo consolidado: Dominio público,
funcionarios, Derecho urbanístico, etc.

Ampliado y pormenorizado, sin nece-
sidad de salirse de los materiales que
en él se contienen, puede llegar a ser
un verdadero manual de Derecho ad-
ministrativo bancario, una de las ramas
del Derecho administrativo mercantil,
que tanto echamos de menos y para la
cual se halla particularmente preparado
HERNANDO, que en esta obra demuestra
la madurez que ha alcanzado en sus
estudios y análisis del Derecho adminis-
trativo económico.

Adolfo CARRETERO PÉREZ
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INSTITUTO NACIONAL DE INDUSTRIA. DIREC-
CIÓN DE DESARROLLO: Datos, dilemas y
opciones para una política empresarial
pública de ámbito regional. Ed. Servi-
cio de imprenta del Instituto Nacio-
nal de Industria, Madrid, 1978, 140 pp.

El trabajo de la Dirección de Desarro-
llo del Instituto Nacional de Industria
objeto de comentario, constituye una
importante e insólita aportación sobre
un tema trascendente y que, por los
datos que incluye, la metodología de
elaboración que lo articula, la perspec-
tiva crítica en la que se sitúa y las
opciones que plantea, constituye una
excepción en el anodino mundo de las
publicaciones de nuestros órganos ad-
ministrativos. El enunciado del título
del estudio, acertadamente contrastado
con su contenido, nos ilustra sobre los
deseos do sus autores: ofrecer una ba-
se documental precisa sobre la activi-
dad del Instituto Nacional de Industria,
enjuiciar la actuación de este organis-
mo y, previa la ponderación de alterna-
tivas, plantear las opciones para una
política empresarial pública en el ám-
bito regional. El cumplimiento do estos
objetivos es estimulado por el feliz pun-
to de partida de considerar, como base
del planteamiento de los temas estudia-
dos, las aportaciones doctrinales pre-
existentes, por cierto, no precisamente
laudatorias para la actividad del INI.

La metodología utilizada en el estudio
y los objetivos por él cubiertos justifi-
can calificar los resultados obtenidos
como insólitos, porque insólito es quo
se rompa la tradicional falta de recep-
tividad, cuando no hostilidad, de los
funcionarios públicos a la crítica, insó-
lito es que un organismo público se
preste a la autocrítica, e insólito puede
ser considerado que, con el reconoci-
miento de los argumentos críticos uti-
lizados en contra de la actividad de un
organismo administrativo se aporten, en
contraste con el crítico operar de tan-
tos entes públicos, completos cuadros
estadísticos que desentrañan la acti-
vidad del ente y ofrecen cuantificado,
con precisión, lo que hasta entonces

sólo era intuido (1). No es menos insó-
lito que un organismo público se plan-
tee dilemas y que marginándose de la
pragmática univoquicidad en sus actua-
ciones, sugiera alternativas, plantee op-
ciones y reconozca competencias a otros
entes en la concreción de alternativas y
opciones. Todo ello constituye un pano-
rama excesivamente chocante con el tor-
p.-í pragmatismo autoritario que ha do-
minado y aún domina en la proyeción
operativa de nuestros organismos admi-
nistrativos. Aún más sorpréndete es que,
anticipándose a planteamientos parla-
mentarios, tan reticentes a la concreción
del estatuto de la empresa pública
como reacios a asumir el protagonismo
en el tema regional, la Dirección de
Desarrollo del Instituto Nacional de In-
dustria aborde ambos temas y los in-
tegre, sugiriendo opciones para una po-
lítica empresarial pública de ámbito re-
gional tendentes a definir la estructura
orgánica y la proyección operativa de
las sociedades de desarrollo industrial.
Las opciones planteadas no son sino la
materialización del discurso crítico-po-
lémico quo constituyen los tres capí-
tulos que integran la parte central del
estudio: «Las críticas a la distribución
provincial y regional del inmovilizado
del grupo INI» (2), -la discusión sobre
el principio de subsidiariedad y el ca-
rácter sectorial-estatal de las empresas
del INI» (3) y. finalmente, «la polémica
sobre las transferencias ínter-regionales
d<; recursos. Dilemas ante la participa-
ción del INI en una estrategia de des-
arrollo regional compensatorio por parte
del sector público» (4).

A nivel de conclusiones y con apoyo
en el atractivo y problemático enuncia-
do de los epígrafes transcritos, ya so
puede deducir que las alternativas plan-
teadas no son univocas e invitan y
obligan a que las Cortes se definan pre-
viamente sobre interrogantes no pací-
cos. Como muestra valgan las si-
guientes:

(1) Pp. 24-65.
(2) Pp. 9-19.
(3) Pp. 21-80.
U) Pp. 83-93.
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— El INI, ¿instrumento de política
sectorial «estatal» o instrumento de po-
lítica regional? ¿Existe alguna opción
intermedia? (5).

— La financiación de los sectores es-
tratégicos de la economía española, ¿de-
be hacerse a cargo del pequeño ahorro
privado o, siguiendo el ejemplo de la
empresa pública en Europa, a través
á'3 ahorro público forzado mediante el
sistema fiscal con las correspondientes
aportaciones de) Estado al INI? (6).

— ¿Pueden hacer frente las SODI al
problema del paro estructural, o debe
contemplarse la solución de este proble-
ma dentro de un enfoque más amplio de
política regional en el que las SODI son
sólo un instrumento parcial? (7).

— ¿Debe aceptarse una nueva versión
del principio de subsidiariedad —en el
sentido de que lo estatal sea subsidiario
du lo regional—o debe irse a una pla-
nificación corporativa de las empresas
de ámbito estatal bajo un principio de
equilibrio financiero? (8)...

No son necesarias muchas palabras
para afirmar el interés de estos y otros
interrogantes que el estudio plantea,
para los gabinetes de estudio de los
partidos, de las comunidades autóno-
mas, de los entes preautonómicos, de
los sindicatos, de las entidades financie-
ras, de las patronales, como ineludibles
instituciones de referencia en los meca-
nismos parlamentarios.

Ángel SÁNCHEZ BLANCO

MEMORIA elevada al Gobierno de S. M.
en la solemne apertura de los Tribu-
nales (el día 15 de septiembre de 1978)
por el Fiscal del Reino. Ed. Instituto
Editorial Reus, Madrid, 1978, 171 pp.,
mas los correspondientes anexos esta-
dísticos.

Es ya clásica la publicación de estas
Memorias, aunque el retraso de esta

(5) P. 36.
(6) P. 90.
(7) P. 97.
(8) P. 102.

publicación, a veces hace incurrir en la
consiguiente pérdida de actualidad, tan
fundamental en la misma notoriedad
del documento examinado y en su pers-
pectiva; en cualquier caso comprende-
mos la dificultad —o dificultades— que
pueden existir, que impiden de hecho
flue una Memoria correspondiente a
1977, se haga pública con su lectura
durante la apertura del año judicial de
1978 y prácticamente se distribuya du-
rante 1979. La propia Memoria que co-
mentamos, quizás ante el ritmo acele-
rado de la vida española en el momento
presente, alude a ello, de entrada, sub-
rayando «el aparente anacronismo» entre
lo relatado y aquello que se está vivien-
do en el instante de su exposición pú-
blica.

Como indica su misma denominación,
nos encontramos ante un balance o in-
forme de lo que ha pasado en el terreno
de la magistratura, o si se quiere, en el
de las conductas sujetas a enjuiciamien-
to fundamentalmente penal y marginal-
mente, administrativo, aspecto éste úl-
timo sobre el que se hacen interesantes
consideraciones que es preciso divulgar.

Asi, se llama la atención en la enor-
me importancia que tiene la ejecución
de las penas: «Hay uno ruptura entre
ÍQ individualización penal y la adminiS:
trativa, que perturba la eficacia del sis-
tema.» Para superar tal ruptura, la Me-
moria, que parodiando a MONTESQUIEU,
es la boca por la que habla el Ministerio
Fiscal, estima como perentoria la crea-
ción del juez y congruentemente del fis-
cal, de ejecución o vigilancia de penas,
institución ya consagrada en otros paí-
ses (el *juge de l'aplication des peines-
francés o *le giudice de surviglianza*
italiano). La existencia o funcionamien-
to de esos juzgados entre otros obje-
tivos lograrla aumentar las garantías
de los derechos de los penados que
quedan sometidos a decisiones judicia-
les y no administrativas (1) ...^mantener
el principio de legalidad también en la
ejecución de las penas, bajo el control
judicial' e 'intervenir en todos los as-

til Las cursivas son nuestras.
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pecios derivados de ¿a pena y su des-
arrollo en los establecimientos peniten-
ciarios, de modo que no sea la Admi-
nistración, sino la Jurisdicción, quien
controle la ejecución de las penas y de-
termine sus modificaciones y vicisitu-
des». «En definitiva, se entiende que si
la responsabilidad de la política crimi-
nal recae sobre los tribunales y el fis-
cal, éstos deben conservar todos los re-
sortes para su puesta en práctica, desde
la fase de la sanción hasta la de su cum-
plimiento» (2).

Se hace una crítica, cuya moderación
o fuerza no es discernible para el pro-
fano, sobre la escasa relevancia que en
plano revisor formulan las respectivas
Fiscalías del territorio nacional en la
faceta civil o ius-privatista, cuando tiene
«...muy interesantes temas que por afec-
tar a los derechos de la persona, al es-
tado civil y a la legalidad, deben ser
tratados y atendidos por el Ministerio
público con la misma atención que los
estrictamente penales... son escasísimos
los fiscales, tanto territoriales como pro-
vinciales que ofrecen referencias ade-
cuadas a este aspecto, tanto en lo rela-
tivo a reformas legislativas como a ex-
posición de casos de interés en que
hayan podido intervenir-. La Memoria
insiste en su importancia cuando a ma-
nera de conclusión, constata.- «Entende-
mos que el mundo de la intervención del
Ministerio Fiscal en asuntos civiles se
está abriendo hacia un gran abanico
de necesidades; la defensa del interés
colectivo, del derecho del más desampa-
rado de la tutela del ciudadano en sus
caminos de acceso a la Justicia, son ta-
reas que ningún Instituto como el Mi-
nisterio Público está capacitado para
ejercer» (3).

(2) En el momento de redactar estas li-
neas el Gobierno ha aprobado y remitido a
las Cortes Generales un proyecto de Ley Or-
gánica del Poder Judicial, en el que al pa-
recer no se hacen ecos de estas sugerencias.
Las cursivas son nuestras. Podría incluirse
en el futuro Estatuto del Ministerio Fiscal.

(3) Y añade: «Únanse a ello próximas y
sustantivas reformas de instituciones civi-
les, que socialmente se demandan y que ya
se barruntan próximos—temas, por ejemplo,
de la separación o divorcio—, y descubrire-
mos el amplio panorama que la impercopti-

¡nformación

También en este tema la Memoria
marca el cauce para futuras y próximas
innovaciones superando los estrechos lí-
mites del artículo 301 y concordantes de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
Todo el mundo sabe de las insatisfaccio-
nes derivadas del rechazo informativo
en base a la consabida declaración ofi-
cial de estar el asunto (subiudice», lo
cual «resulta incompatible con el interés
que la sociedad manifiesta por el cono-
cimiento de los asuntos criminales..., el
secreto sólo puede ser necesario en de-
, terminados momentos de la instruc-
ción...». La .novedad radica en elegir al
fiscal como el encargado de suministrar
la oportuna y adecuada información no
limitada a aquellos aftaires sobre los
que hubiese expresado su interés la opi-
nión pública, «sino que debería com-
prender todo lo relativo a la misma e
incluso podría periódicamente tener reu-
niones con los informadores y darles
cuenta, en base a las estadísticas de
los Juzgados, del volumen real de la
criminalidad y de las 'disposiciones
adoptadas para reducir aquellas formas
de la misma que producen más alarma».

Con ello, el mundo de los sumarios,
ese mundo tan cerrado y particular (no
olvidemos el viejo adagio procesalista,
de que no esta en el mundo, no existe,
todo lo que no está recogido en los do-
cumentos, en el proceso) busca romper
sus muros y engarzarse con mayor di-
namismo y flexibilidad con la sociedad,
ofreciendo asi a ésta una garantía, aun-
que indirecta, de la transparencia de la
Administración de la Justicia. Una ma-
nera también de alertar a esa sociedad
contra el escepticismo y el nihilismo (4).

ble, pero progresiva socialización de la vida,
va a poner en nuestras manos con las ... na-
turales exigencias de legalidad e imparciali-
dad.» Sobran los comentarlos.

(4) Así queda mucho camino por recorrer
si nos fijamos en el mundo anglosajón, so-
bre todo en los Estados Unidos, donde la
información es mucho más abundante y don-
de la satisfacción de la opinión pública sólo
se alcanza a veces con la retransmisión
vía TV del mismo juicio. Quizás esto sea
consecuencia del aspecto menos formal y
más conectado con la sociedad que tiene allí
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Regímenes autonómicos

La Memoria se hace eco de la pro-
puesta del fiscal de Barcelona sobre
«posibles conductas delictivas relaciona-
das con la existencia de los regímenes
preautonómicos regionales», y añade:

«El establecimiento de regíme-
nes preautonómicos regionales en
espera de que aprobada la futura
Constitución se conviertan en de-
finitivos Estatutos de autonomía
por una parte, y por otra, la ne-
cesidad de promulgación de un
nuevo Código penal que contem-
ple la nueva situación política y
las profundas transformaciones so-
ciales operadas en estos últimos
tiempos, quo no podrá satisfacer-
se hasta después de la entrada en
vigor de la nueva Constitución,
crea un vacío legal que no queda
suficientemente resuelto con los
artículos 214 y siguientes del ac-
tual Código penal, vacío que es
preciso llenar con carácter urgen-
te introduciendo en el mismo las
adiciones precisas para la etapa
preautonómica, cuya duración no
es previsible, tenga su correspon-
diente regulación penal quo seña-
le los limites de su licitud dentro
del marco de los delitos contra la
seguridad interior del Estado.»

Propuestas varias

En este epígrafe incluimos distintas
referencias a medidas encaminadas a
reforzar la eficacia de las leyes, en ge-
neral, y de las penales y sociales, en
particular, medidas que se proponen
atendiendo a requerimientos sociales;
así, por ejemplo, la preparación de un
proyecto de Ley, prohibiendo los in-
dultos generales, la tipificación penal
de la autolesión con fines antisociales
(«...con el fin de perturbar el orden,
alterar la disciplina de los estableci-

mientos públicos (5)...; la paralización
de estas conductas habría de compren-
der desde el conato de suicidio espec-
tacular con ánimo de protesta pública
hasta esas simples cortaduras... con
las que de modo reiterado se ha venido
provocando el desorden incluso de los
juicios ante los Tribunales») (6), mejor
definición penal de la apología de los
delitos (hasta ahora, al parecer, se vie-
ne exigiendo la previa declaración de
los Tribunales sobre el delito de que
se trate «por lo que cualquier defensa
pública de hechos típicamente antiju-
rídicos es impune en tanto no estén
sentenciados...») y de las doctrinas con-
trarias a la moral pública (es suma-
mente kantiana la descripción del fe-
nómeno):

«Toda persona tiene derecho a
la libertad de expresión que com-
prende la libertad de buscar, reci-
bir, difundir informaciones e ideas
do toda índolo sea oralmente, por
escrito, en forma impresa, o por
cualquier otro procedimiento; pero
los principios nacionales e inter-
nacionales que protegen el ejerci-
cio de los derechos civiles y polí-
ticos consignan también deberes
y responsabilidades especiales que
para que sean exigibles deben es-
tar expresamente fijadas por la
ley. Entre esos deberes y respon-
sabilidades figuran universalmente
los que se derivan del respeto a
los derechos, a la libertad y a la
reputación de los demás; así mis-
mo los que son consecuencia de
la protección de la seguridad na-
cional, el orden público y la- sa-
lud o la moral pública, todo ello
como viene establecido en los pac-
tos internacionales para el desarro-
llo de los principios incluidos en

el Ministerio público (no es por nada, pero
allí numerosos políticos comenzaron su ca-
rrera como fiscales del Estada o del Go-
bierno).

(5) Eufemismo relativo a las cárceles, tan
agitadas en estos últimos años por movi-
mientos como la COPEL.

(6) La proximidad de los hechos origen
de estas valoraciones aumenta para el lec-
tor la importancia jurídica de esta lista de
propuestas. El lector irá colocando sus ejem-
plos y referencias.
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la declaración universal de los de-
rechos del hombre.

En estos momentos, un mal en-
tendido ejercicio de la libertad de
expresión viene rebasando las
fronteras que le son propias, y la
pornografía, la violencia, las ofen-
sas a la reputación de las perso-
nas o de las instituciones y en
general los ataques a la intimi-
dad y al respeto personal son abu-
sos que merecen ser sancionados
mediante la correspondiente san-
ción penal especialmente cuando
se producen en libros, publicacio-
nes periódicas, periódicos, radio,
televisión y otros medios de comu-
nicación social o que llevan con-
sigo la publicidad.»

Para su corrección, se enumeran pro-
yectos de reforma de varios artículos
del Código penal y de otras leyes y
disposiciones vigentes.

En definitiva, una publicación llena
de interés para el jurista a quien tan-
to deben preocupar las conductas an-
tijurídicas con sus consiguientes inci-
dencias sociales, que en ella encontra-
rán ese resumen, esa visión global pero
al mismo tiempo detallada, expuesta
desde la perspectiva oficial, que. le
presenta al mismo tiempo los derrote-
ros del Derecho que se postulan como
los más idóneos para alcanzar una me-
jora en la convivencia social do todos
los españoles.

V. RODRÍGUEZ VÁZQUEZ DE PRADA

ROMEO CASABONA, Carlos María: Los
trasplantes de órganos. Informe y do-
cumentación para la reforma de la
legislación española sobre trasplan-
tes de órganos. Casa Editorial Bosch,
Sociedad Anónima, Barcelona, 1979,
183 pp.

1. Hay muchas probabilidades de
que cuando esta recensión se publique,
el libro comentado haya cumplido ya

la finalidad que el autor se propuso
al escribirlo. Lo cual sería un éxito
cumplidísimo, que rara vez suele acon-
tecer a los pacientes elaboradores de
libros. Se propuso, en efecto, el autor
exponer cuál era la doctrina jurídica
en torno al vital tema—y nunca me-
jor empleado el adjetivo—de los tras-
plantes de órganos, para, a la vista de
las experiencias extranjeras, analizar
la situación española, lo que le habría
de llevar de la mano a terminar pro-
poniendo la reforma de la misma. Y
el volumen —informe y documentación,
como indica el subtítulo—, culmina
aportando la redacción de un posible
proyecto o proposición de ley que se
ofrece, por supuesto, como mero mate-
rial de trabajo, punto de partida, para
la ulterior reelaboración preparlamenta-
ria o parlamentaria ya. Y, como digo,
cuando escribo estas líneas —dia del Pi-
lar de 1979— el Senado acaba apenas de
dejar aprobado el correspondiente pro-
yecto. Hay que recordar incluso que,
de nuevo, y al igual de lo que sucedió
pocos días antes con la Ley del Tribu-
nal Constitucional, el trámite de la se-
gunda lectura que la intervención del
Senado representa, ha servido para me-
jorar notablemente el texto que había
llegado del Congreso de los Diputados
(aurque es obvio que el Congreso tie-
ne todavía la última palabra y a él
corresponde la decisión final). Se com-
prende asi que hablara de éxito del
libro y quiero dejar constancia de la
satisfacción que produce el ver que un
trabajo universitario —el autor es pro-
fesor ayudante de Derecho penal en la
Universidad de Zaragoza, en cuyo De-
partamento ha elaborado el libro que se
abre con un prólogo del director de
dicho Departamento, profesor CEREZO
MIR— satisfacción, digo, porque la Uni-
versidad pueda cubrir también estos
flancos tan útiles a la sociedad y a los
ciudadanos. Pero no me había propues-
to hablar de la ley, sino del libro. Tal
vez este libro pueda convertirse, tras
la correspondiente reelaboración, en un
comentario a la ley. Pero todavía, a
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pesar del éxito alcanzado, no ha ago-
tado su cometido. Aparte de todos lo»
argumentos de tipo ético, de historia
de las ideas u otros, que tanto dejan
sentir su fuerza en el ámbito de los
trasplantes —que no deben ser menos-
preciados en absoluto—, hay una serie
de aspectos jurídicos sobre los que va
a ser necesario seguir invirtiendo mu-
cho tiempo, aun con la ley, porque aún
falta el reglamento y luego, sobre to-
do, han de presentarse los mil conflic-
tos concretos que nos traerá la puesta
en práctica de las previsiones de la
ley.

2. La realidad, más aún, la generali-
zación, de los trasplantes, que los avan-
ces de la técnica ha hecho posible, y
que se sustenta en una viva corriente
de la solidaridad humana, pone sobre el
tapete la menesterosidad de algunos con-
ceptos jurídicos cruciales. Ahí está, por
ejemplo, el tema de los denominados bie-
nes de la personalidad (1), cuyos per-
files no son todo lo nítidos que seria
de desear y que habrán de conocer una
elaboración más a fondo. Consideracio-
nes como la de que «la persona no tie-
ne en ellos un auténtico derecho sub-
jetivo» (2), o la siguiente: «Sobre las
posibilidades de contratación onerosa
o gratuita de partes o productos cor-
porales, que no pongan en peligro la
vida de la persona (donantes de san-
gre, nodrizas, venta de cabellos, alte-
ración de la dentadura) jugará la au-
tonomía de la voluntad. (3), están re-
clamando una reconsideración y una
elaboración dogmática, puesta al día.
Porque la autonomía de la voluntad no

(1) Especialista en el tema puede consi-
derarse a don Federico DE CASTRO, de quien
puede verse un planteamiento reciente en
Temos de Derecho civil, Madrid, 1972, en es-
pecial lo que dedica a la integridad corpo-
ral, p. 15.

(2) DE CASTRO, OP. cíe., p. 10.
(3) DE CASTRO, op. cit., p. 15. Y añade a

continuación: -El tráfico de órganos y hue-
sos, a diferencia de lo que ocurre con los
cadáveres (Ley de 18 de junio de 1950 y
Ordenes complementarias), no ha sido regu-
lado y habrá que atenerse a los dictados de
la moral y buenas costumbres, para decidir
sobre la validez de trasplantes que puedan
implicar mutilaciones permanentes o riesgo
para la vida (art. 1271).

ha de poder jugar en exclusiva. O ya
no parece suficiente la tradicional afir-
mación que niega el carácter de dere-
cho subjetivo sin ofrecer a cambio una
elaboración conseguida. ¿Cómo catalo-
gar una serie de facultades? Porque, se
quiera o no, es conocido el tráfico de
'a sangre; hay quien comercia con san-
gre humana y, junto a muchos donan-
tes altruistas, hay quien enajena su
songre; o existe un comercio interna-
cional para la adquisición de cadáveres
destinados a prácticas de disección o
investigaciones médicas. Se enlaza, asi
con todo el problema de las declaracio-
nes de voluntad —dejando de lado la
disposición propia de partes del cuer-
po, a quienes tengan capacidad plena,
para utilización inmediata o para utili-
zación una vez que se produzca el fa-
llecimiento— que van a tener que ser
exigidas a familiares, herederos o re-
presentantes legales en una serie de
supuestos: autorización a menores para
donación de órganos, en el caso de que
aun con carácter excepcional —desti-
nándose a algún hermano, por ejem-
plo— llegue a admitirse; posible auto-
rización para sor donantes a otras per-
sonas sin capacidad de obrar; rechazo
de utilización de órganos de persona
ya fallecida. Y así sucesivamente. Me
parece indudable quo se impone, que
se abre a los juristas una tarea ina-
plazable de sistematización.

3. Conectando de alguna manera con
lo anterior, pero como aspecto que pue-
de ser diferenciado, se presenta el tema
do la gratuidad sobre el que insiste el
autor del libro comentado en numero-
sas ocasiones. Aunque la ley llegue a
exigirlo expresamente, aunque se pre-
vean sanciones para el incumplimiento,
son muchos los instrumentos jurídicos
que deberían movilizarse al respecto:
homologación y vigilancia administra-
tiva, adecuación de la invalidez civil
de cualquier compromiso que viole la
regla; vigilancia internacional, etc.
Peco será todo lo que se haga. En
sociedades de tremendas desigualdades
y de crisis, en un mundo internacional
cor: brutales desniveles entre Estados
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y aún con numerosos Estados tiránicos
que pueden disponer de vidas y hacien-
das de los subditos (41, pocas serán las
precauciones que se tomen para que
lo que está llamado a ser una gran co-
rriente de solidaridad no se convierta
en un sistema de ventajas a los pu-
dientes y en una carga que grave más
a los menesterosos. Se exige una ac-
tuación enérgica y una disipación cla-
ra de cualquier tipo de malentendidos.
Incluso lo que es una buena causa,
puede quedar empañada si no se disipa
con energía cualquier tipo de recelos.
Insisto en esto porque tengo a la vista
una página, de gran impacto, de «La
Voz de Galicia» de 25 de agosto de 1979
—la noticia saltó de ahí a la prensa na-
cional— en que a tres columnas —y el
reportaje ocuparía los tres quintos de
una aparatosa página impar— se titu-
laba: «Un parado ferrolano ofrece un
ojo y un riñon, a cambio de un puesto
de trabajo.» Luego, el contenido de la
información no desmerece de los titula-
res. No es esta pauta periodística la
mejor manera de preparar una ley que
ofrece una serie de aspectos difíciles
cuando no polémicos. A mi este caso
concreto me hizo pensar en lo que su-
cede a veces con la labor esforzada v
constante de importantes colectivos
marginados como, por ejemplo, de fe-
ministas o de homosexuales: con fre-
cuencia, la noticia o la actuación, por
así decir folklórica, o francamente mi-
noritaria respecto al colectivo y sus
exigencias —con todos los respetos para
la. tragedia individual que pueda evi-
denciar—, se utiliza para frenar ele-
mentales avances. Gajes del sensacio-
nalismo. No debe quedar, por tanto,
ninguna duda acerca del carácter gra-
tuito y generoso del tráfico de órga-
nos, adecuando todas las exigencias ju-
rídicas para evitar la más leve sospe-
cha y para impedir que a través de
resquicios imprevistos pueda malearse
el sistema. No es fácil garantizar esta

(4) Recuérdese cómo se señaló que uno
de los negocios saneados de SOMOZA deriva-
ba de la comercialización de la sangre
humana.

exigencia en sistemas como los que vi-
vimos, en los que se quiere hacer al
lucro individual factor decisivo y en
los que con todo se negocia; pero ha-
brá que intentarlo poniendo los medios.
Sin perjuicio de lo que establezca la
ley, al reglamento deben corresponder-
le las puntualizaciones necesarias.

4. Por último quiero decir dos pa-
labras acerca de un nuevo aspecto,
sobre el que también insiste cumpli-
damente el autor del libro y que se
relaciona con lo que acabo de indicar.
Me refiero al decisivo papel que debe
jugar la Administración sanitaria, para,
sin burocratismos, procurar que sean
efectivas todas las garantías. Entre las
que hay que mencionar, sin falta, las
que atañen al respeto a cadáveres y
restos. La solidaridad en el intercambio
do órganos no debe impedir el respeto
a ideas muy arraigadas. Bien sé que
el Derecho sanitario es escasamente
poco ejemplar entre nosotros. Es cierto
también que la Administración sanita
ria esta atravesando una crisis profun-
da. Cuando se conocen tantos casos de
desprecio o desatención para con los
vivos, ¿cómo recabar energias —dirá
alguien— para invertirlas en el respeto
a los muertos? Precisamente porque co-
nocemos nuestras carencias es por lo
que hay que mostrarse exigentes en
los momentos actuales. Y adecuar todos
los medios para garantizar la seriedad
de los trasplantes. También la regla-
mentación de la ley ha de tener aquí
mucho que decir. A mí me ha chocado
que el autor del libro, penalista, a la
vez que propugna sanciones penales
para determinados supuestos, propon-
ga, igualmente, sanciones administra-
tivas, multas, en concreto, para supues-
tos de menor entidad. No quiero entrar
aquí en polémica esgrimiendo ahora
ima postura, desde hace años manteni-
da, de enemiga a las sanciones admi-
nistrativas. Creo que lo importante es
que sancionen los jueces sin perjuicio
da recordar la necesidad apremiante
de que llegue a haber sanciones, y tam-
bién procedimientos, elásticos y acor-
des a las exigencias punitivas. Mejor
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es que no sancione la Administración
porque muchas son las encomiendas
que pueden correspondería en este sec-
tor. En el terreno de la inspección y
de la vigilancia tiene mucho que hacer
la Administración sanitaria, pero sobre
todo en el de la habilitación, la facilita-
ción, la búsqueda de medios, los sistemas
para agilizar los trasplantes sin men-
gua de garantías: bancos, registros, co-
nexión entre zonas, y tantos otros.

5. Para terminar, exponerle al lec-
tor, en dos pinceladas, cuál es la sis-
temática del libro. Se abre con un
capítulo primero de panorámica gene-
ral: las posibilidades que la técnica ha
abierto, los costes, los datos médicos.
El capitulo segundo analiza la respues-
ta del vigente Derecho positivo español
al reto de los trasplantes, desdo el Có-
digo penal a la normativa especifica
surgida para supuestos concretos. En
tercer lugar se ofrece un capítulo que
pondera los criterios que deben orien-
tar la reforma jurídica del sector, ex-
trayendo de la legislación comparada
de más relieve, que se maneja con hol-
gura, los que parecen criterios elemen-
tales. A continuación vienen sendos ca-
pítulos —sistemáticamente hubieran es-
tado mejor como apéndices— en los que
se reproduce la legislación vigente en
España, Francia, República Democráti-
ca Alemana —que cuenta con una de
las leyes mejor acabadas—, Italia, Es-
tados Unidos de América e Inglaterra.
El capitulo final, el décimo, al mismo
tiempo que incluye como propuesta una
minuta de texto de ley, donde se re-
cogen los razonamientos que han ido
fluyendo a lo largo del libro —y debo
recordar que se propone una ley gene-
ral de trasplantes y no sólo para al-
gunos órganos específicos, como sucede
en algunos países— se razona también
acerca del procedimiento y las fases
que deberían seguirse a la hora de em-
prender la propuesta señalada. Se in-
cluye, por último, una bibliografía
sobre el tema de los trasplantes, jurí-
dica, sobre todo, aunque no sólo.

L. MARTIN-RETORTILLO BAQUER

VARIOS: El Estado empresario. Número
monográfico de la Revista «Libre Em-
presa», año II, noviembre-diciembre,
1978, núm. 9.

1. Si la recensión de una obra cual-
quiera es siempre una tarea delicada
que requiere proceder con esmerada
prudencia, el texto que nos disponemos
a comentar entraña alguna dificultad
adicional que deriva de su propia es
tructura. En él se recogen un conjunto
de ponencias muy desiguales entre si
(extensas algunas, concisas otras; tres
do ellas presentadas por escrito y el
resto comunicadas oralmente), ponen-
cias que fueron aportadas por presti-
giosas personalidades, tanto en el pla-
no intelectual como en el político, a la
mesa redonda organizada por la Aso-
ciación de Estudios Empresariales en
la ciudad de Barcelona durante los
días 22 y 23 de enero de 1979. La im-
portancia y actualidad de los puntos
que se debatieron, asi como el escaso
conocimiento de esta publicación en los
círculos jurídicos, me han llevado a este
comentario.

El debate gira en torno al Estado em-
presario, tema de viva polemicidad en
estos precisos momentos en que se está
fraguando la redacción de un Estatuto
de; la empresa pública que, para cimen-
tarse sobre roca sólida, deberá extraer
su savia inspiradora de nuestra recien-
te y todavía poco explorada Constitu-
ción.

La obra adopta un enfoque pluridis-
ciplinar, lo cual la hace interesante
tanto para los estudiosos del derecho
como de la economía. Una vez más se
pono de manifiesto cómo el análisis eco-
nómico necesita elucubrar dentro de
un marco jurídico y, por su parte, el
jurista viene obligado a referirse con-
tinuamente a la realidad económica
subyacente a la norma legal.

Antes de adentrarnos en el análisis
del contenido creo de interés la repro-
ducción del índice con el fin de que el
lector pueda orientarse mejor: PRIME-
RA PARTE: Balance económico y social
de las 'nacionalizaciones en Europa:
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Caries GASÓLJBA: «Las nacionalizaciones
en Europa: desarrollo histórico, conse-
cuencias y situación actual» (pp. 9 a
171); Daniel de BUSTURIA JIMENO: «Las
Comunidades europeas y la empresa
pública- (pp. 173 a 183); Palabras fina-
les del moderador don Carlos FERRER
SALAT (pp. 181 a 183). SEGUNDA PAR-
TE: Análisis del proyecto de ley sobr?
el Estatuto de la empresa pública: Víc-
tor MENDOZA OLIVAN: «Aspectos jurídicos
del proyecto de Ley de 1978 sobre el
Estatuto de la empresa pública» (pp. 187
a 205); Pedro SCHWARTZ: «Proyecto de
Ley sobre el Estatuto de la empresa pú-
blica: un análisis económico» (pp. 235
a 242); Juan José FOLCHI Y BONAPONTE:
-Empresa pública y redistribución re-
gional» (pp. 227 a 234); Ernesto LLUCH:
«Los socialistas y las nacionalizacio-
nes» (pp. 235 a 242); palabras finales
del moderador doctor Fabián ESTAFÉ
(pp. 140 a 142). APÉNDICE: El proyecto
de Ley sobre el Estatuto de la empresa
pública.

2. El articulo de Caries GASÓLJBA,
tanto por su extensión (163 páginas)
como por el rigor con que ha sido ela-
borado, constituye el cuerpo principal
de la obra. Fue la propia Asociación
de Estudios Empresariales quien le en-
cargó un estudio analítico sobre la em-
presa pública en los países europeos, el
cual fue llevado a cabo durante el año
1978. Ante la imposibilidad de extraer
unas caracterizaciones de valor gene-
ral, el autor optó por circunscribir su
análisis a los tres países que juzgó más
representativos: Gran Bretaña, Fran-
cia e Italia.

Nos introduce en el fenómeno de la
empresa pública desde una perspectiva
histórica que arranca de las postrime-
rías do la If Guerra Mundial. Con cla-
ridad y orden sintetiza el nacimiento
y el desarrollo del sector empresarial
público. Las mismas cualidades son
atribuibles a la descripción que reali-
za de las características del sector na-
cionalizado en la actualidad, informán-
donos de su estructura, tipología, in-
fluencia sobre la economía general y

peso en cada sector de la actividad
económica. Al preguntarse por los fac-
tores desencadenantes y catalizadores
de su expansión, llega al convencimien-
to de que no se ajustan a los criterios
du racionalidad económica que se acos-
tumbran a explicar en los libros de
texto, sino que más bien son fruto de
una adaptación a las necesidades pe-

rentorias de cada circunstancia históri-
ca. El factor ideológico, aunque influ-
yente, tampoco parece ser decisivo (1).

El análisis descriptivo se tiñe, como
no podía ser menos, de apreciaciones
subjetivas cuando pasa a valorar las
aportaciones positivas y negativas de
ese experimento llamado «empresa pú-
blica». El enfoque es pluridimensional
(recoge aspectos económicos, políticos
y sociológicos) pero selectivo (se auto-
limita a unos puntos muy concretos).

Según el autor, la eficiencia econó-
mica y eficacia en la gestión y control
de la empresa pública han resultado
francamente insatisfactorias. Las defi-
ciencias se achacan a la ineptitud de
los métodos y por eso se buscan sin
cesar otros nuevos que a menudo coin-
ciden con los que el país vecino acaba
de repudiar. Más benévola es la crítica
que le merecen las aportaciones socio-
económicas de la empresa pública en
terrenos tales como las relaciones labo-
rales, el progreso técnico o el desarro-
llo regional. No obstante, el autor no
deja de poner su nota de escepticismo
y un interrogante acerca de si logros
tari insignificantes justifican costes tan
elevados.

Antes de desembocar en la conclusión

(1) En la página 39 comenta el autor:
•La presión por una ampliación del sector
público y las propuestas para concretarla a
través do un amplio programa de nacionali-
zaciones han estado protagonizadas en Eu-
ropa por partidos con ideología de izquierda.
La realidad, en cambio, ha sida que. con la
excepción de Gran Bretaña, los principales
programas de nacionalizaciones se han lle-
vado a efecto por gobiernos en que tales
partidos no estaban representados (Italia) o
no tenían un peso determinante (Francia).
Por otra parto, en países con una larga tra-
dición de Gobiernes socialistas, como Sue-
cia, las nacionalizaciones no han tenido el
desarrollo que cabria esperar, a pesar de la
elevada intervención del Estado en las ac-
tuaciones del sector privado.»
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lógica a que apunta la argumentación
precedente, se detiene para informar
de la polémica sobre las nacionaliza-
ciones que se ha desatado recientemen-
te en Europa a raíz de las propuestas
radicalizadas del Partido Laboralista
inglés y del programa común de la iz-
quierda francesa. Ambos defendían una
expansión inusitada del sector naciona-
lizado, que en el caso francés llegaría
a duplicar al sector privado. A juicio
del autor dichos planteamientos extre-
mistas carecen de la menor consisten-
cia. Si la realidad de la empresa públi-
ca todavía no ha sido asimilada en
Europa y si los problemas de fondo no
acaban de ser resueltos, ello lo induce
a sospechar que existe una contradic-
ción do fondo entre el instrumento (la
empresa pública) y el sistema en que
debo actuar (la economía de mercado).
Por otra parte, una Europa económica-
mente integrada y políticamente hete-
rogénea a. la quo aspira la CEE, sólo
puede ser viable si el juego económico
se rige por las reglas de la libre com-
petencia, reglas que la empresa públi-
ca encuentra dificultad en asimilar (2).
Por todo lo anterior, concluye GASÓLIBA,
la alternativa a una expansión desor-
bitada del sector nacionalizado no pue-
de ser otra que la aplicación de unos
criterios más 'acordes con la filosofía
d;- la economía do mercado, sistema
económico que las circunstancias de los
últimos tiempos han contribuido a re-
valorizar.

Una vez expuesto el hilo argumental
de este informe sobre las nacionaliza-
ciones en Europa, nos adentraremos en
la valoración crítica del mismo.

Desde el punto de vista metodológico
hay que elogiar el rigor con el que se
procede en todo momento. La «materia
prima» en la que se basa es la usual
en este tipo de .estudios: abundante
bibliografía, documentación estadística
y entrevistas personales con las auto-
ridades en la materia a nivel teórico y

práctico. En la lista bibliográfica se re-
cogen hasta 139 obras, todas ellas de
publicación reciente (96 han sido edi-
tadas en la década de los setenta y
sólo dos lo fueron con anterioridad a
1960). Una obra que parece haber de-
jado huella acusada en el autor es la
del francés Bernat CHENOT: Les enter-
prises nationalisées (París, 1977, 6.* edi-
ción). En cuanto a nacionalidad predo-
minan los autores ingleses sobre los
franceses e italianos; sólo en seis obras
figura la versión castellana. Los datos
recogidos en sus veintitrés cuadros han
sido tomados de documentos origina-
les. Las fuentes no son excesivamente
diversificadas; las de elaboración pro-
pia se reducen a dos. Habría sido de
Agradecer una recopilación de datos
más exhaustiva que sirviera de plata-
forma a futuras investigaciones; tam-
bién echamos de menos cuadros com-
parativos de las magnitudes más sig-
nificativas de los diferentes países (3).

En temas como éste, impregnados de
una fuerte carga valorativa, la postu-
ra ideológica de la que se parte es un
dato clave a tener en cuenta, pues con-
dicionará los resultados finales. Caries
GASÓLIBA acepta el reto de la neutrali-
dad y trata de proceder en todo mo-
mento con el máximo de objetividad
posible. Este encomiable esfuerzo se
refleja, por ejemplo, en la exposición
completa de los argumentos en pro y
en contra de la nacionalización, en no
dar nunca las opiniones controvertidas
como propias sino arropadas con argu-
mentos de autoridad, en atemperar las
conclusiones con todo tipo de matiza-
ciones, etc. Sin embargo —y ello no es
un reproche al autor sino una adver-
tencia al lector— GASÓLIBA parte de una
ideología liberal que se manifiesta al
dar por sentadas unas premisas que
a mi entender no han sido suficiente-
mente demostradas. Tal sucede, por
ejemplo, cuando habla, sin atenuante

(2) Este punto es profundizado -sn la co-
municación oral de Daniel DE BUSTURIA Ji-
MENo: -Las Comunidades Europeas y la em-
presa pública».

(3) Al parecer, el autor no ha podido dis-
poner del importante banco de datos sumi-
nistrado por el Centre Européen de l'Entre-
prise Publique, cuya última puesta en co-
mún se celebro en Madrid en mayo de 1978.
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alguna, del error de la teoría keyne-
siana y de su superación (pp. 155 y
165); o al enunciar como un hecho que
el modelo vigente en Occidente sea el
de economía de mercado (sin más ca-
lificativos), el cual se encontraría muy
revalorizado en los momentos actua-
les (p. 185); y también cuando afirma
que existen otros métodos do control
de la economía más eficaces que la
empresa pública, y cita como ejemplo
digno de imitación el caso norteame-
ricano (p. 158).

Todas estas observaciones críticas no
restan valor alguno al trabajo de Car-
ies GASÓLJBA. La única crítica funda-
mentada que se puede efectuar a cual-
quier texto ha de guardar relación con
los objetivos que el autor se ha pro-
puesto. En el caso que nos ocupa, los
objetivos apuntados —exposición de la
historia, situación actual y problemá-
tica de las nacionalizaciones— han sido
alcanzados y rebasados. El estudio de
GASÓLIBA constituye un elemento básico
d3 información, análisis y reflexión
acerca del complejo mundo de la em-
presa pública. Sin duda, habrá de ser
tenido en cuenta en nuestro país en
estos momentos en que se está deba-
tiendo la elaboración del Estatuto de
la empresa pública. A dicho tema, pre-
cisamente, se dedica la segunda sesión
de ponencias.

3. Venía siendo epílogo tradicional
du todos los estudios sobre la empresa
pública española el levantar la mirada
hacia un «mesiánico» Estatuto de la
empresa pública que estaría llamado a
resolver de forma coherente los prin-
cipales problemas que esta institución
plantea. También el Gobierno había
asimilado esta preocupación como pro-
pia, por lo menos desde el año 1972, con
la aprobación del III Plan de Desarrollo
cuya disposición adicional octava pro-
metía la elaboración de una ley gene-
ral sobre la empresa pública en el
plazo de dos años. En los Pactos de la
Moncloa (octubre 1977) el Gobierno se
comprometió a presentar a las Cortes
un Proyecto de ley sobre el Estatuto

de la empresa pública antes del 30 de
junio de 1978. En el año 1978 se lle-
garon a redactar hasta tres borradores,
pero ninguno de ellos fue entregado a
las Cortes. Tras unos meses de inacti-
vidad, la Comisión encargada de la
preparación del anteproyecto ha debido
reemprender la tarea a raíz del debate
parlamentario sobre la empresa públi-
ca que se suscitó durante la discusión
del Programa Económico del Gobierno
(septiembre de 1979). La comparación
de los sucesivos anteproyectos existen-
tes hasta el momento nos ilustra de las
discrepancias existentes en el seno del
propio Gobierno (y de los miembros
del Gobierno con los directores del INI),
asi como de la complejidad intrínseca
del tema. De ahí que una primera ob-
jeción a las ponencias de la segunda
sesión sea la de que se hayan limitado
al análisis" de un único texto, sin pre-
ocuparse por extraer el fruto pertinen-
te de la confrontación entre ellos (4).

Las ponencias de Víctor MENDOZA y
Pedro SCHWARTZ tienen el mismo objeto
de estudio pero difieren en el enfo-
que: jurídico en el primer caso, econó-
mico en el segundo.

La crítica de MENDOZA sobre los as-
pectos técnicos del anteproyecto de Es-
tatuto es demoledora. Usando palabras
del autor.- .El proyecto de Estatuto (..:)
no merece, en mi opinión, un juicio
positivo, por lo que, habida cuenta de
la inoportunidad de su elaboración, al
carecer de toda conexión con los prin-
cipios de la Constitución, y de la des-
afortunada solución que da a los prin-
cipales problemas de organización y
control que tiene planteados nuestro
sector empresarial público, su mejor
destino sería, probablemente, permane-

(4) Asi Víctor MENDOZA y Pedro SCHWARTZ
señalan como una de las principales lagunas
del anteproyecto aprobado por el Gcbierno
el 15 de diciembre de 1978 la ausencia de
criterios para la creación de empresas pú-
blicas y no reparan que en el borrador que
lleva techa de 21 de junio del mismo año se
contenia un luminoso articulo 8.a donde
aquéllos eran recogidos. Por el contrario, y
aunque no se dé explicación alguna, en la
comunicación oral de FOLCHI todas las alu-
siones han de entenderse referidas al ante-
proyecto del mes de junio.
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cer en el limbo de los proyectos de
ley que nunca se convierten en leyes,
evitando así que, una vez más, se con-
firme el desconsolador juicio de que
"cuantas más leyes se hacen, peor se
hacen"- (p. 215). Todas estas impug-
naciones nos parecen acertadas, pero
habrían ganado en utilidad de haberse
indicado soluciones alternativas.

En la ponencia de Pedro SCHWARTZ
el elemento ideológico se eleva al pri-
mer plano. Los moderados reproches
que en un reciente libro (5) lanzara
contra el INI, son reemplazados ahora
por un ataque frontal contra la em-
presa pública como institución. Su li-
beralismo es patente, furibundo diria-
mos mejor. Según él, la empresa pú-
blica sólo queda justificada cuando na-
co y actúa según el principio de sub-
sidiariedad, interpretado éste en su
acepción más restrictiva. Con el fin de
controlar y minimizar su actividad pro-
pone una fórmula matemática (de efec-
tos casi mágicos) que además de supo-
ner el fin de todos los privilegios finan-
cieros, limitaría las inversiones planea-
das a aquellas cuya rentabilidad sea
superior a la del mercado. A nuestro
entender la fórmula puede resultar
útil en algunos casos, pero en otros
resultaría francamente contraproducen-
te y anticonstitucional, dado que dis-
crimina en contra de la empresa públi-
ca y le impide atender a los objetivos
de baja rentabilidad económica pero
alta rentabilidad social que son, pre-
cisamente, los que justificaron su crea-
ción en buen número de casos. El mis-
mo SCHWARTZ acaba por reconocer sus
limitaciones, y en un gesto de sinceri-
dad propone lo que ninguno de los
autores anteriormente reseñados se ha-
bía atrevido a sugerir: «¿Por qué no
comenzamos a pedir que el Estado es-
pañol se deshaga de sus empresas pú-
blicas?» (p. 225).

(5) P. SCHWARTZ y M. J. CONZÍLET: Una
historia del Instituto Nacional de Industria
11941-1976), Ed. Tecnos, Madrid, 1977.

4. Para concluir, si se nos pidiera
un juicio global sobre la obra que pre-
sentamos, habríamos de felicitar a la
Asociación de Estudios Empresariales,
y a todos los participantes en los co-
loquios de Barcelona, por haber acer-
tado a poner sobre el tapete de la
discusión pública, y en el momento más
oportuno, un problema de tanta tras-
cendencia y actualidad. Quizá, y ésta
sería la principal objeción, para llegar
a merecer la consideración de un au-
téntico debate se echa de menos la
presencia de uno de los contendientes.
En efecto, el elemento liberal está su-
perrepresentado: con mayor o menor
vehemencia, todos los autores mencio-
nados enarbolan la bandera liberal;
por el contrario, como defensor de la
corriente socialista sólo figura Ernesto
LLUCH, el cual se lamenta de haber sido
arrinconado y de no disponer, siquie-
ra, del tiempo necesario para contra-
rrestar la ofensiva liberal.

Pero ni esta objeción ni los restantes
elementos de crítica que nuestro papel
de reconsionista nos ha obligado a des-
velar, son suficientes para desmerecer
la calidad de este número monográfico
sobre el Estado empresario. Gracias al
mismo se ha rescatado al anteproyecto
de Estatuto de la empresa pública del
ambiente críptico y misterioso en el
que se venía entretejiendo y se han
cimentado las bases para el diálogo
profundo y pluripartidista que el tema
requería. Y es que, en una democra-
cia a la altura de nuestros tiempos, la
regulación legal de los problemas bá-
sicos, es, cada vez más, fruto del de-
bate y del consenso. Ya no basta con
trasladar el foro de la discusión desde
las camarillas palaciegas a las comi-
siones parlamentarias, sino que el de-
bate ha de extenderse a círculos cada
vez más amplios de individuos y gru-
pos, otorgando voz y voto a toda per-
sona que se sienta interesada por el
destino de la comunidad en que vive.

Osear de JUAN ASENJO

376



Congreso Internacional de Ciencias Administrativas
El próximo año 1980 se cumplirá el cincuenta aniversario del Instituto Inter-

nacional de Ciencias Administrativas, fundado en Madrid con ocasión del Con-
greso Internacional de 1930. Con este motivo, durante el próximo verano —en
los días 30 de junio & 4 de julio— se celebrará en Madrid, previa invitación del
Gobierno español, y bajo la presidencia de honor de S. M. el Rey, el Congreso
Internacional de Ciencias Administrativas, que constituye la manifestación más
importante de las actividades del Instituto Internacional.

De acuerdo con la reglamentación aplicable, la organización del Congreso corre a
cargo del organismo que encarna la representación del Estado miembro, en este caso
el Ministerio de la Presidencia, y da la Asociación Española de Ciencias Administra-
tivas (Sección Nacional del Instituto), que preside el profesor GARRIDO FALLA.

Con este objeto, el citado Ministerio, por Orden de 15 de octubre de 1979, ha
creado una Comisión organizadora para la realización de los actos preparatorios
del Congreso. Componen la Comisión, el ministro de la Presidencia del Gobier-
no, como presidente; el presidente de la Asociación Española de Ciencias Ad-
ministrativas, como vicepresidente primero; el director del Centro de Estudios
Constitucionales, como vicepresidente segundo, y un representante—que actuará
como vocal— por cada uno de los siguientes Departamentos: Ministerio de la
Presidencia, Ministerio de Asuntos Exteriores, Ministerio de Hacienda, Ministerio
del Interior, Ministerio de Cultura, Ministerio de Universidades e Investigación,
Ministerio de Comercio y Turismo y Ministerio de Administración Territorial.
Asimismo formarán parte de la citada Comisión el representante del Instituto
Internacional de Ciencias Administrativas para la organización del Congreso y un
secretario, miembro de la Asociación Española de Ciencias Administrativas.

Esta reunión científica de ámbito internacional, en su cincuenta aniversario,
hace esperar que se trate de un Congreso de especiales características, tanto por
la numerosa asistencia de delegados como por el interés de los debates, apro-
vechando la ocasión para examinar comparativamente las experiencias realiza-
das on el campo de la Administración pública.

Previo a la celebración del Congreso, tendrá lugar la reunión de cuatro gru-
pos de trabajo, dedicados cada uno de ellos al estudio de los siguientes temas:
«Sistemas presupuestarios integrados», .Escuelas y facultades de Administra-
ción Pública», «Administración territorial» e «Informática y Administración».

El tema general del Congreso es «La respuesta de la Administración a los
desafios del mundo contemporáneo», abordando su estudio desde diferentes pers-
pectivas los cuatro Comités Científicos del Instituto.

Corresponderá al Comité de Estructuras Administrativas y Management es-
tudiar «El control político sobre los servicios administrativos del Estado y los
organismos públicos autónomos», examinando también la necesidad de disponer
de funcionarios cuyas opiniones fundamenten las decisiones políticas para pro-
poner soluciones concretas a problemas cuya comprensión exige competencias
técnicas, financieras y especializadas, y la necesidad de afrontar por parte de
los organismos públicos autónomos un doble desafío: la extensión de su res-
ponsabilidad en orden a problemas cada vez más difíciles de resolver y la im-
paciencia creciente de los electores, que reclaman una pronta solución.

El Comité de Derecho y Ciencia de la Administración abordará el tema «El
principio de legalidad en las circunstancias del mundo actual», enfocándolo desde
una perspectiva evolutiva y en tocno a cuatro ideas directrices: la posición del
principio de legalidad en el entorno político y social; el tema dé la garantía de
los derechos individuales; el tema de la acción administrativa, y el tema del control.

El estudio de «El personal al servicio del Estado en la Administración del
futuro» será JJevado a cabo por el Comité de Administración del Personal, en-
focando su esquema en función de dos temas: las necesidades y aspiraciones
de la sociedad y sus incidencias sobre la figura del funcionario en general, y
los problemas y aspectos particulares de la función pública.

Por último, el Comité de Planificación y Prospectiva desarrollará el tema
general «El desarrollo de las técnicas y los métodos de planificación en los sis-
temas administrativos». Supone su empeño investigar en qué medida, por qué
motivos, bajo qué forma y con qué éxito se desarrolla la planificación en la
Administración pública. Este desarrollo se estudiará en dos dimensiones: plani-
ficación interna de las actividades administrativas y aparatos administrativos
de la planificación económica y social.

Igualmente cabe resaltar que con motivo de este Congreso Internacional la
«Revista Internacional de Ciencias Administrativas» editará un número mono-
gráfico dedicado especialmente a España, en el que colaborarán los profesores
ALBIÑANA, ARJÑO, BAENA DEL ALCÁZAR, BOQUERA OLIVER. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, GALLEGO
ANABITARTE, GARCÍA MADARIA, GARCÍA-TREVIJANO, GARRIDO FALLA, GUATTA MARTORELL,
GUTIÉRREZ REÑÓM, GONZÁLEZ PÉREZ, JORDANA DE POZAS, MO.VTOBO PUERTO, MENÉNDEZ
REXACH, MORELL OCAÑA, NIETO GARCÍA, SANTAMARÍA PASTOR y VIVANCOS.
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